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CONGRESO DE LA REPUBLICA 

PROYECTO DE LEY 95 DE 2016 SENADO. 

por medio de la cual se dictan disposiciones relacionadas con el ejercicio de la profesión de 
Abogado. 

El Congreso de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1°. Para ejercer la profesión de abogado, además de los requisitos exigidos en las 

normas legales vigentes, el graduado deberá acreditar certificación de aprobación del Examen de 

Estado de Calidad en Educación Superior que para el efecto realice elIcfes, de conformidad con lo 

establecido en la Ley 1324 de 2009. Se entenderá aprobado el Examen de Estado cuando el 

resultado supere el 60% del máximo puntaje de la respectiva prueba. 

Parágrafo 1°. Si el graduado no aprueba el examen en la primera oportunidad, se podrá 

presentar en la siguiente convocatoria que señale el Icfes. Si no se aprueba el Examen de Estado 

en la segunda oportunidad, para poder presentarlo de nuevo en una tercera y última ocasión, el 

graduado deberá hacer un curso de actualización en un programa de derecho con registro 

calificado y reconocimiento de alta calidad por parte del Ministerio de Educación Nacional, con 

una intensidad no inferior a 20 créditos académicos y una duración no menor de 6 meses, 

circunstancia que deberá acreditar en el momento de la inscripción. 

Parágrafo 2°. La certificación de la aprobación del Examen de Estado será exigida por el Consejo 

Superior de la Judicatura o por el órgano que haga sus veces para la expedición de la Tarjeta 

Profesional. 

Parágrafo Transitorio. El requisito de idoneidad para el ejercicio de la profesión de abogado 

establecido en el presente artículo se aplicará a quienes inicien la carrera de Derecho después de 

la promulgación de la presente ley. 

Artículo 2°. Vigencia y derogatorias. La presente ley deroga las normas que le sean contrarias y 

rige a partir de la fecha de su promulgación. 

De los honorables Congresistas, 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

La palabra abogado viene del latín advocatus que significa llamado en auxilio y es aquella 

persona que ejerce profesionalmente la defensa jurídica de una de las partes en juicio, así como 

los procesos judiciales y administrativos ocasionados por ella; además, asesora y da consejo en 

materias jurídicas. 



   
 

 www.lavozdelderecho.com 

 

Genéricamente se puede definir el término abogado como: persona con título de grado 

habilitado conforme a la legislación de cada país, que ejerce el Derecho en asistencia de terceras 

personas, siendo un auxiliar activo e indispensable en la administración de la Justicia de un país. 

El abogado es un profesional cuyo objetivo fundamental es colaborar en la defensa del valor de 

la justicia. Cuenta con una sólida formación teórica y está altamente capacitado para el diseño 

jurídico de los más variados emprendimientos locales, nacionales e internacionales. Interviene en 

la resolución de conflictos judiciales y extrajudiciales, la función pública, la magistratura, la 

enseñanza y la investigación. 

Se encarga de defender los intereses de una de las partes en litigio. Al ser el abogado un profesional 

específicamente preparado y especializado en cuestiones jurídicas, es la única persona que puede 

ofrecer un enfoque adecuado del problema que tiene el ciudadano justiciable. 

Debe destacarse que además de su intervención en el juicio, una función básica y principal del 

abogado es la preventiva. Con su asesoramiento y una correcta redacción de los contratos y 

documentos, pueden evitarse conflictos sociales, de forma que el abogado, más que para los pleitos o 

juicios, sirve para no llegar a ellos, sirviendo en muchos casos como mediador extrajudicial. Tanto es así 

que en la mayoría de los procedimientos judiciales es obligatorio comparecer ante los tribunales asistido 

o defendido por un abogado en calidad de director jurídico, es decir, todo escrito o presentación judicial 

debe ir firmada por el cliente (o su representante legal, el procurador(a)) y por su abogado, lo cual le 

garantiza un debido ejercicio del derecho a la defensa durante el proceso. 

Un abogado suele tener poderes de su defendido o cliente mediante autorización por 

instrumento público, u otorgado apud acta por comparecencia en el juzgado o tribunal, de manera 

que pueda dirigirlo en juicio, o representarlo en actuaciones legales o administrativas que no 

requieren, necesariamente, de Procurador(a) de los Tribunales, representando así al justiciable. 

La actuación profesional del abogad o se basa en los principios de libertad e independencia. Los 

principios de confianza y de buena fe presiden las relaciones entre el cliente y el abogado, que 

está sujeto al secreto profesional. El abogado se debe a su cliente, en primer lugar, y debe litigar 

de manera consciente respecto a la responsabilidad social en la que se halla, con un actuar crítico 

y equilibrado al servicio de la paz social, en la que colabora con los juzgados y tribunales dentro 

del sistema judicial de cada país. 

Así las cosas, la profesión del abogado entraña un riesgo social y a pesar de ser libre en los 

términos del artículo 26 de la Constitución Política, el Estado tiene la responsabilidad de garantizar la 

idoneidad del ejercicio. 

En el caso de los abogados, el ejercicio de la profesión afecta de manera directa la consecución de 

los derechos de sus clientes y en esa medida es un deber ineludible del Estado, a través del Consejo 

Superior de la Judicatura, garantizar al ciudadano que sus apoderados o gestores tengan los 
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conocimientos mínimos para asumir responsable y éticamente la defensa de sus intereses, haciendo 

de la profesión del derecho, la profesión social que ha estado vinculada a la historia de los pueblos, 

representando la más alta expresión de la defensa de los derechos individuales del hombre y la 

garantía de respetar lo que establece la Constitución, contribuyendo con ello a la seguridad jurídica 

que debe reinar en un Estado de Derecho. 

Las estadísticas de la Sala Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura sobre los abogados 

sancionados por faltas contra la ética profesional, muchas veces ocasionadas por vacíos en su 

formación, ponen en evidencia la necesidad de que el Estado, antes de habilitar a un graduado con 

el título de abogado para ejercer la profesión, verifique que tiene los conocimientos y las 

competencias mínimas para que cuando se dedique al ejercicio no comprometa ni afecte los 

derechos de terceros, sean estos sus clientes, las contrapartes o los actores del sistema judicial, 

luego ese mismo Estado tiene la responsabilidad de garantizar la idoneidad. 

De igual forma, y con fundamento en las estadísticas que tiene la Unidad de Registro Nacional 

de Abogados y Auxiliares de la Justicia, tomadas del Ministerio de Educación Nacional y del 

comportamiento que ha presentado nuestra línea de producción de tarjetas profesionales desde 

el año 1996 hasta el año 2016, se concluye que existe una gran proliferación de abogados que año 

a año ingresan y seguirán ingresando y efectivamente sin ningún tipo de control académico 

concreto por parte del Estado. 

Así las cosas, se justifica el proyecto tal como se encuentra concebido desde su fundamento 

filosófico, porque de esta forma se podrá, en gran medida, validar la idoneidad del profesional del 

derecho antes de que le sea expedido el documento que desde el punto de vista legal lo habilita 

para el ejercicio de la profesión. 

Como se observa, con esta propuesta se crea una sinergia entre el Gobierno nacional y el 

Consejo Superior de la Judicatura para lograr un propósito que urge a la sociedad colombiana, que 

es contar con abogados idóneos y de calidad. Por ello se justifica adicionar como requisito para 

ejercer la profesión, la presentación y aprobación de un examen de Estado que garantice la 

idoneidad del profesional del derecho, cuya base constitucional dictamina que el Estado podrá 

exigir títulos de idoneidad para el ejercicio de las profesiones. 

De los honorables Congresistas, 
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SENADO DE LA REPÚBLICA 

Secretaría General  (arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992) 
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El día 10 del mes de agosto del año 2016, se radicó en este Despacho el Proyecto de ley número 

95, con todos y cada uno de los requisitos constitucionales y legales, por honorable Senador Germán 

Varón Cotrino y honorables Representantes Angélica Lozano, Carlos G. Navas, Carlos Jiménez, John 

E. Molina. 

El Secretario General, 

Gregorio Eljach Pacheco. 

SENADO DE LA REPÚBLICA 

SECRETARÍA GENERAL 

Tramitación de Leyes 

Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2016 

Señor Presidente: 

Con el fin de a repartir el Proyecto de ley número 95 de 2016 Senado, por medio de la cual se 

dictan disposiciones relacionadas con el ejercicio de la profesión de Abogado, me permito remitir 

a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa, presentada el día de hoy ante Secretaría 

General del Senado de la República por los honorables Senadores Germán Varón Cotrino y los 

Representantes a la Cámara Angélica Lozano Correa, Carlos Germán Navas Talero, Carlos Abraham 

Jiménez, Rodrigo Lara Restrepo. La materia de que trata el mencionado proyecto de ley es 

competencia de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República, de 

conformidad con las disposiciones constitucionales y legales. 

El Secretario General, 

Gregorio Eljach Pacheco. 

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  SENADO DE LA REPÚBLICA 

Bogotá, D. C., 10 de agosto de 2016 

De conformidad con el informe de Secretaría General, dese por repartido el precitado proyecto 

de ley a la Comisión PrimeraConstitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con 

el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso. 

Cúmplase. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Mauricio Lizcano Arango. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Gregorio Eljach Pacheco. 

  

  


